El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
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INCORPORACIÓN EN LOS PROGRAMAS DE ATENCIÓN AL CLIENTE DE INTÉRPRETES Y GUÍAS INTÉRPRETES PARA LAS PERSONAS SORDAS Y SORDOCIEGAS / INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN LEGAL / CONCEDE / CONFIRMA / ACLARA /. La circunstancia de que los empleados del Banco cumplan un protocolo de atención a las personas con alguna discapacidad, como lo expresaron las personas que al proceso concurrieron a declarar, prueba testimonial que en realidad dejó de analizar la funcionaria de primera sede, no satisface la obligación impuesta por la norma a que se hace referencia, ya que no se acreditó que alguno de ellos reuniera las características para actuar como intérprete o guía intérprete, y no se libera el Banco de atender la obligación impuesta por la norma de que se trata, ante la inexistencia de queja alguna por falta de atención a las personas que pretende proteger.  Esa disposición es de obligatorio cumplimiento para todos a quienes está dirigida y no contempla ningún tipo de excepción; tampoco prevé como requisito para su cumplimiento que se vulneren o amenacen efectivamente los derechos colectivos. Lo anterior, porque la acción popular tiene por fin, de acuerdo con los artículos 1º y 2º de la Ley 472 de 1998, no solo garantizar la defensa de los derechos colectivos vulnerados, sino también evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro y la amenaza, es decir, no se requiere que se materialice el daño. (…)  Puede entonces concluirse que la entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por el legislador para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones, ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y por ende ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las persona sordas y sordociegas, asunto que trató la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2008, a cuya lectura se remite.

Jurisprudencia citada: CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia  T-231 de 1993.

CONSEJO DE ESTADO, SCA, Sección Tercera, sentencia del 23 de mayo de 2012, Rad. 13001233100020100071901(AP). 
----------------------------------------------------

Antes de dictar la sentencia que en derecho corresponda, la magistrada sustanciadora adopta la siguiente decisión:

El último inciso del artículo 327 del CGP que regula en parte el trámite del recurso de apelación en segunda instancia, dice: “El apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los argumentos expuestos ante el juez de primera instancia”.
En la oportunidad para sustentar la alzada, el apoderado de la parte demandada comparó los razonamientos que sirvieron al juzgado de primera sede para adoptar la decisión en la acción popular radicada bajo el No. 2015-00038, que la negó, con aquellos en que se sustentó la de conceder la protección en las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2015-00053 y 2015-00054. 
Tal argumento no fue objeto de reparo al interponer el recurso; por tanto, de acuerdo con la disposición citada, se abstendrá la Sala de analizarlo. 

Esta decisión queda notificada en estrados.
Agotada la etapa de alegatos, se procede a dictar la sentencia respectiva, sin que sea del caso hacer una síntesis de la demanda y su contestación, de acuerdo con el último inciso del artículo 280 del CGP.
CONSIDERACIONES

En este acto se ha de resolver por esta Sala el recurso de apelación que interpuso la parte demandada frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 29 de abril de este año, en el proceso anunciado por la Secretaria.
1.- De acuerdo con los reparos, debidamente sustentados, que frente a ese fallo formuló el apoderado de la entidad impugnante, analizará este tribunal si tuvo razón el juzgado de primera sede al conceder la protección solicitada por el demandante en los procesos que dirigió contra Bancolombia sucursales Avenida Circunvalar No. 5-20 y carrera 8ª No. 19-67 de Pereira o si por el contrario, ha debido negarla en razón a que la referida entidad financiera: a) ha adoptado medidas alternativas para atender a la población sorda y sordociega; b) no ha incurrido en conducta que las discrimine y c) no ha amenazado ni lesionado los derechos de que son titulares.
2.- Para resolver la cuestión, se harán previamente las siguientes precisiones:

2.1 El demandante está legitimado para promover la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.

2.2. También lo está Bancolombia SA, con sedes en este municipio, de  acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.
2.3 El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores el legislador expidió la ley 361 de 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación y otras disposiciones legales que se expidan sobre la materia en la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en el año de 1948, en la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 1971, en la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la Resolución 3447 de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, en la Declaración de Sund Berg de Torremolinos, Unesco 1981, en la Declaración de las Naciones Unidas concernientes a las personas con limitación de 1983 y en la recomendación 168 de la OIT de 1983.”

Por su parte, el artículo 8º de la ley 982 de 2005, dice:
“Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.” 

2.4 En el curso del proceso, a instancias de la entidad demandada, se escucharon los testimonios de las señoras Paula Andrea Mosquera Ortiz y  Maricela Marín Duque. Ambas laboran al servicio del Banco y por ello tienen conocimiento de la atención preferencial que se les brinda a las personas con cualquier clase de discapacidad que requieren de los servicios que en ese lugar se ofrecen, sin que alguna haya sido dejada de atender por tal motivo y expresaron que para prestar esa clase de atención, reciben capacitaciones en forma virtual. Nada dijeron respecto de contar en ese lugar con intérprete y guía intérprete; al respecto no se les interrogó.
Que no cuentan con este último servicio fue hecho que aceptó el  representante legal de Bancolombia en el interrogatorio que absolvió en el curso del proceso y que aceptó el apoderado que lo representa en los escritos por medio de los cuales respondió las demandas, manifestaciones que constituyen una confesión que por reunir los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil para cuando se obtuvieron, puede ser apreciada. 

De tal prueba surge evidente que la entidad demandada no ha cumplido las previsiones fijadas por el legislador para permitir el acceso eficiente y oportuno de las personas sordas y sordociegas al servicio público que ofrece, pues no cuenta con intérprete, guía intérprete, ni información visual sobre el sitio donde serán atendidas.

2.5 La parte demandada considera que no ha desconocido los derechos de esa clase de personas porque cuentan con mecanismos efectivos para brindarles una atención preferencial, mediante las personas que prestan sus servicios en la entidad bancaria. Empero, no es eso lo que dispone el artículo 8º de la ley 982 de 2005 ya citado, que ordena incorporar paulatinamente, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, los cuales define el artículo 1º, numerales 25 y 26 de la misma ley, en su orden, como aquellas personas “con amplios conocimientos de la Lengua de Señas Colombiana que puede realizar interpretación simultánea del español hablado en la Lengua de Señas y viceversa” y que realizan “una labor de transmisión de información visual, comunicación y guía en la movilidad de la persona sordociega, con amplio conocimiento del Castellano, la Lengua de Señas, táctil, en campo visual reducida y demás sistemas de comunicación que requieren las personas sordociegas usuarias de castellano y/o Lengua de Señas”.
Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas y sordociegas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que la entidad ofrece, en similares condiciones a quienes no padecen esas limitaciones sensoriales, para lo cual es necesario que cuenten con el servicio de intérpretes y guías intérpretes.
La confesión de la parte demandada  resultaba suficiente para establecer que no había cumplido la obligación de atender aquella norma, que no consagra excepciones ni medios alternativos respecto al cumplimiento del deber que impone. Esa confesión fue la que sirvió al juzgado de primera sede para concluir que la parte demandada no dio cumplimiento al artículo 8º de la ley 982 de 2005 y en consecuencia, no puede afirmarse, como lo alega el recurrente, que no la sustentó en prueba alguna y que actuó como si de una presunción se tratara.

La circunstancia de que los empleados del Banco cumplan un protocolo de atención a las personas con alguna discapacidad, como lo expresaron las personas que al proceso concurrieron a declarar, prueba testimonial que en realidad dejó de analizar la funcionaria de primera sede, no satisface la obligación impuesta por la norma a que se hace referencia, ya que no se acreditó que alguno de ellos reuniera las características para actuar como intérprete o guía intérprete, y no se libera el Banco de atender la obligación impuesta por la norma de que se trata, ante la inexistencia de queja alguna por falta de atención a las personas que pretende proteger. 

Esa disposición es de obligatorio cumplimiento para todos a quienes está dirigida y no contempla ningún tipo de excepción; tampoco prevé como requisito para su cumplimiento que se vulneren o amenacen efectivamente los derechos colectivos. Lo anterior, porque la acción popular tiene por fin, de acuerdo con los artículos 1º y 2º de la Ley 472 de 1998, no solo garantizar la defensa de los derechos colectivos vulnerados, sino también evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro y la amenaza, es decir, no se requiere que se materialice el daño. Entonces, no resulta válida la interpretación del apelante, porque  implica permitir que se configure un daño a los derechos colectivos que se busca salvaguardar para luego tomar las medidas tendientes a garantizarlos.

La sentencia T-231 de 1993 en que se apoya el impugnante confirma la anterior conclusión, pues como lo dice la Corte Constitucional: “la amenaza es la expectativa real de la ocurrencia del daño… El núcleo esencial de la amenaza, es la inmediatez de un daño” y en este caso, por lo menos, se está frente a una amenaza que es menester conjurar para evitar que efectivamente se vulneren los derechos colectivos cuya protección busca obtener el demandante.

3.- Puede entonces concluirse que la entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por el legislador para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones, ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y por ende ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las persona sordas y sordociegas, asunto que trató la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2008, a cuya lectura se remite.

4.- Argumentó el impugnante que Bancolombia ya suscribió  un convenio con Fenascol “para procurar casos muy especiales que se llegaren a presentar”, pero en el proceso no obra prueba alguna que permita conocer el tipo de contrato celebrado ni la atención que se pretende garantizar. 

5.- Adujo el mismo profesional que la funcionaria de primera sede dejó de analizar las excepciones que propuso. En el fallo, la citada funcionaria las enunció y expresó que no saldrían avante “toda vez que los argumentos que las soportan fueron desvirtuadas en la parte motiva de este proveído”.
A juicio de la Sala tiene razón el impugnante, al menos en forma parcial, pues en realidad ofreció la jueza de primera sede una sola razón para declarar no prósperas las excepciones propuestas: la circunstancia de aparecer desvirtuadas con los demás argumentos que contiene el fallo. Sin embargo, esa providencia no se ocupó de analizar todos los hechos que sirvieron de sustento para edificar esos medios exceptivos.
En consecuencia, procederá la Sala a suplir tal omisión. En los procesos acumulados y a los que se refiere el recurso que ahora se decide, se interpusieron casi las mismas excepciones.

5.1 Ineptitud de la demanda. Para sustentarla, en resumen, dijo que el accionante se limitó a denunciar la inexistencia de un profesional intérprete y guía intérprete y de señales luminosas y sonoras en la sucursal del Banco y  transcribir normas, sin señalar en qué consiste la supuesta vulneración. 
De acuerdo con tales argumentos, se está frente a una excepción que como previa enlistaba el artículo 97 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se propuso, la que no procede en esta clase de acciones de acuerdo con el artículo 23 de la ley 472 de 1998 que autoriza proponer como tales, para decidirlas en la sentencia, en forma exclusiva, las de falta de jurisdicción y cosa juzgada. 

5.2 Imposibilidad de presumir la afectación de un derecho colectivo a partir del incumplimiento de normas. Aduce que corresponde al demandante probar el quebranto a que se refiere la demanda; insiste en que no ha lesionado derechos colectivos y agrega que el artículo 8º de la ley 982 de 2005 no le impone la obligación inmediata de contratar profesional intérprete y guía intérprete y la entidad está desarrollando un programa, junto con la fundación “Colombia Accesible” para garantizar los derechos de las personas en situación de discapacidad; no basta  con demostrar, dice, que se vulneran las normas citadas en la demanda; debe acreditarse que lesionaron los derechos colectivos de las personas sordas, sordociegas y hipoacúsicas.
La mayoría de tales argumentos ya fueron analizados en esta providencia. Solo resta por agregar que la ley de que se trata fue expedida el 2 de agosto de 2005; se publicó en el Diario Oficial el 9 del mismo mes y su vigencia comenzó seis meses después de acuerdo con el artículo 47. Es decir, que para la fecha en que se instauraron las acciones, el 6 de febrero de 2015, habían transcurrido casi nueve años desde su entrada en vigencia, lapso suficiente para que gradualmente se hubiesen tomado las medidas del caso con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de la población que en este caso resulta digna del amparo solicitado.

5.3 En la acción popular con radicación 2015-00054, se propuso además como excepción la de “ausencia de identificación del objeto de la demanda”, porque se dijo que la sucursal de la entidad demandada está ubicada en la Avenida Circunvalar No. 5-20 de Pereira; tal dirección corresponde al Centro Comercial Parque Arboleda, el que cuenta con dos sucursales del Banco de Colombia, una ubicada en el piso 1 y otra en la torre de las oficinas del piso 6; esa ausencia de identificación del bien vulnera el derecho de defensa de la entidad demandada, en cuanto no le permite elaborar una adecuada defensa.
Aunque en realidad el demandante no se refirió a una sucursal específica de Bancolombia SA en la dirección que señaló  como el lugar en el que presta sus servicios y tampoco al respecto hizo claridad la funcionaria de primera sede, la circunstancia de que existan dos no justifica desestimar las pretensiones de la demanda como lo propone el excepcionante, pues este, al responderla, adujo: “atendiendo a que la sucursal en que se recibió la citación del artículo 315 del Código de Procedimiento Civil es la que se encuentra ubicada en la Avenida Circunvalar No. 5-20, local 137, con base en las situaciones de hecho y de derecho que en ella se presentan, se dará respuesta a la demanda”. 
De esa manera las cosas, antes que declarar probada la excepción de que se trata, para evitar que resulten desconocidos los derechos colectivos que se consideran dignos de protección, se aclarará el fallo que se revisa en cuanto al inmueble que ha de ser objeto de las medidas que en esa providencia se ordenó adoptar.
No se mandará tomarlas en la otra oficina a que alude el apoderado de Bancolombia, ubicadas en el piso 6, para no hacer más grave su situación y en razón a que se trata de un apelante único, pues la alzada se declaró desierta respecto del demandante, principio que debe respetar el juez de segunda instancia de acuerdo con el artículo 31 de la Constitución Nacional, según el cual: “Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley. El superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado sea apelante único.” y de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, que en acciones populares ha dicho: “Cabe señalar que la competencia del juez de segunda instancia al momento de resolver un recurso de apelación, también se encuentra limitada por la garantía de la non reformatio in pejus, en virtud de la cual no resulta válidamente posible que, con su decisión, el ad quem agrave, empeore o desmejore la situación que en relación con el litigio correspondiente le hubiere sido definida al apelante único mediante la sentencia de primera instancia.
Así las cosas, el juez de la segunda instancia debe respetar o preservar el fallo apelado en aquellos aspectos que no resultaren desfavorables para el apelante y que éste, al no considerarlos perjudiciales o lesivos a sus derechos o intereses, no hubiese cuestionado”
 . 
6.- Alega el apoderado de la parte impugnante la ausencia de motivación de la sentencia impugnada y aduce que el Banco no ha lesionado derechos colectivos; por el contrario, los respeta; cuenta con otros mecanismos para proteger a la población  sorda y no se probó que alguna de ellas  haya tenido dificultad de acceder a los servicios que ofrece por falta de intérprete y guía intérprete. Como tales argumentos fueron valorados en esta providencia, no es del caso volver sobre ellos. 

7.- En conclusión, se confirmará la sentencia impugnada y se aclarará en el sentido de que la orden impartida en el ordinal tercero debe recaer sobre la sucursal de Bancolombia SA ubicada en el piso 1 del centro comercial  ubicado en la Avenida Circunvalar No. 5-20 de Pereira.

La parte demandada será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  
F A L L A   :

1°.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 29 de abril de 2016, en la acción popular que promovió el señor Javier Elías Arias Idárraga contra Bancolombia  SA, ACLARANDO el ordinal tercero en el sentido de que la orden que allí se impuso debe ejecutarse en la sucursal de esa entidad, ubicada en piso 1 del centro comercial que se localiza en la Avenida Circunvalar No. 5-20 de Pereira. 

2º. Se condena a la parte accionada a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor del actor popular, las que deberán ser liquidadas en la forma indicada por el artículo 366 del CGP, por el juzgado de primera instancia.
No siendo otro el objeto de la presente, se termina.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, CP: Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, sentencia del 23 de mayo de 2012, expediente 13001233100020100071901(AP) 







